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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro F. Lorenzo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Heber Bousses, Diego Cánepa, Diego 
Guadalupe Brenna, Edgardo Ortuño y Jorge Zás Fernández. 


INTEGRANTES: Señores Representantes Alfredo Asti, David Doti Genta, Gustavo A. Espinosa, Gustavo 
Guarino, Uberfil Hernández, Fernando Longo Fonsalías, Arthur Souza y Horacio 
Yanes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Según entendí, en la última reunión, a la que no asistí, se buscó un camino para redactar el proyecto de ley 
relativo a "Vehículos Automotores.- Normas sobre su empadronamiento" por fuera de la Comisión. 


SEÑOR BERNINL.- Voy a solicitar que Secretaría pueda sacar fotocopia del material en el que está el 
articulado que hemos venido elaborando, que contiene pequeñas variantes pero que hacen a la 
discusión de la iniciativa. Nos parece oportuno que se cuente con el material para analizarlo. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- La formación de una Comisión de redacción se sugirió para buscar 
un posible acuerdo de redacción. Los integrantes de la frustrada Comisión de redacción, porque nunca 
pudimos reunirnos, fuimos los Diputados Lacalle Pou, Borsari Brenna, y de nuestra fuerza política los 
Diputados Asti y quien habla. No pudimos reunirnos a pesar de que hicimos muchos intentos. Por 
diversos motivos no hubo posibilidades de concretar la reunión. Quien habla hizo denodados intentos 
de lograr reunir esa Comisión pero ello no fue posible. Nos parecía una instancia interesante para 


lograr un acuerdo; hicimos todo lo necesario para que se diera, pero por hechos ajenos a nuestra 
voluntad la reunión no se concretó. 


Nada más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa toma nota de lo acontecido. 


SEÑOR ASTI.- Con respecto a lo que se acaba de señalar, debo decir que nosotros seguimos 
trabajando, pidiendo opiniones a otros colegas no precisamente colegas míos que tienen la formación 
jurídica correspondiente y además interés directo, fundamentalmente asesores jurídicos de las 
Intendencias del interior del país, quienes hicieron una serie de aportes para tratar de mejorar la 
redacción que nosotros presentamos originalmente en la Comisión. Creo que ese es el material que el 
Diputado Bernini solicitó que se repartiera y cuando nos llegue observaremos si está completo. 


No intentamos avasallar a nadie, pero la bancada del Frente Amplio ante la ausencia de esos acuerdos ya 
tomó posición y, de alguna manera, hace suyo este aporte del proyecto presentado con las incorporaciones de 
los asesores jurídicos. No cambia el sentido de lo que ya habíamos aprobado, tal como podrán notar al leerlo. 
Simplemente, en el proyecto original se dejaba la reglamentación al Poder Ejecutivo y ahora se trata de 
limitar esa potestad, estableciendo algo en el proyecto. En caso de que permanezca la reglamentación del 
Poder Ejecutivo, esta no tendría carácter imperativo; solo se le dejaría la facultad de reglamentar. En general, 
algunos de los temas que estaban para reglamentar ya se han incluido en el proyecto. 


Estas son algunas diferencias importantes con respecto al proyecto sobre el que habíamos trabajado. Hay 
otra, que figuraba en el proyecto original pero había sido eliminada, que era la posibilidad de que las 
personas físicas, en caso de ejercer su trabajo, profesión o tuvieran intereses económicos en una jurisdicción 
que no fuera la de su domicilio, pudieran optar por radicarlos en la jurisdicción de esa actividad laboral o de 
interés económico. 


El proyecto va a ser distribuido con esta nueva redacción. La bancada del Frente Amplio sugiere que cuando 
tengamos el quórum suficiente para tratarlo, empecemos a estudiar el tema y decidamos al respecto. 
Realmente esto lo ha trasmitido el Congreso de Intendentes, hay mucho interés en que esta norma se apruebe 
para evitar la acumulación de nuevos problemas al iniciarse un nuevo Ejercicio del Tributo de Patente de 
Rodados a partir del 1* de enero de 2009. Se trata de evitar que pase otro año sin que hayamos resuelto esto 


Es cuanto quería señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que se necesitan diez legisladores presentes para resolver, no 
para discutir. 


Aprovecho este momento para comentar algo que ya he señalado: mi posición contraria a una regulación que 
implique invadir la potestad tributaria de los Gobiernos Departamentales, más aún cuando una corrección que 
se habría hecho a la reglamentación posterior, además deja eso en manos de una reglamentación del Poder 
Ejecutivo. Es decir que ya no solo la ley sino que también el Poder Ejecutivo fijaría las condiciones que 
regulan esa circulación. 


No sé si el artículo 1* del proyecto que teníamos se mantiene como tal. Además de estar en contra en general 
de la regulación, creo que ese es un artículo que tiene un contenido circular, cuasi tautológico, porque por un 
lado define algo y, por otro, establece algo que es obvio: que los Gobiernos Departamentales tienen limitada 
su jurisdicción al límite geográfico. Esto es algo que está en la naturaleza misma de los Gobiernos 
Departamentales. Precisamente, esa limitación geográfica y la potestad tributaria establecida claramente en la 
Constitución respecto a los vehículos de transporte es lo que se estaría violentando con lo dispuesto en este 
proyecto de ley. 


SEÑOR ASTI.- Ante la aclaración del señor Presidente, debo decir que en efecto parece innecesario 
establecer la consideración que hace este artículo, pero se hace en un doble sentido. Precisamente, en la 
tarde de ayer en la media hora previa de la Cámara escuchábamos a un señor Diputado referirse a este 
tema diciendo que se podría suponer que se empadronaría un vehículo del mismo modo que se compra 


un paquete de cigarrillos o de galletitas en el lugar que sea más barato. Esta fue la base de su 
exposición. 


Entonces, como nosotros no pensamos que eso sea así y para salvar la objeción que hizo el Presidente recién, 
nos referimos a los hechos generadores ocurridos en la propia jurisdicción, obviamente definida por los 
límites geográficos establecidos para cada departamento. No es inútil referir a esto porque, precisamente, ha 
sido y es una corriente de pensamiento que hay en la sociedad reitero, ayer fue expresado por un señor 
Diputado que lo que debería hacer cada contribuyente es fijarse en qué lugar es más barato el 
empadronamiento y tener la libertad de hacerlo allí, lo que obviamente está violando aspectos que la 
Constitución consagra con claridad acerca de la autonomía de las 19 Intendencias para cobrar tributo por los 
hechos generadores que ocurren dentro de su jurisdicción. Si sostenemos que se puede elegir dónde se va a 
empadronar, es obvio que estamos violando la autonomía que tiene cada Intendencia en ese sentido. 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- He leído el proyecto que figura en el Repartido N” 1220, de abril de 
este año, presentado por el señor Diputado Bernini y la bancada del Frente Amplio. Aún no he recibido 
el repartido a que se hizo referencia al inicio de la sesión. Supongo que lo que dice el Diputado Asti 
referirá a soluciones similares. 


SEÑOR ASTI.- Es el mismo artículo. 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- En cuanto a este articulado me preocupa la injerencia que haría 
una ley nacional con respecto a uno de los elementos base de una obligación tributaria, como es el 
hecho generador. Si se continúa con esta corriente legislativa, en un futuro también se podría articular, 
a través de la legislación nacional, soluciones relacionadas con otros elementos de la obligación 
tributaria como, por ejemplo, el sujeto pasivo, la alícuota, el espacio temporal. Eso no es conveniente 
ya que la obligación tributaria y sus elementos son un todo que no pueden separarse. Por tanto, si la 
ley nacional avanza sobre el hecho generador eso significará, sin duda, un antecedente legislativo muy 
negativo para la autonomía departamental, que es tradición en nuestro país desde que se aprobó la 
Constitución de 1917. También es contraria esta corriente legislativa que se iniciaría a la participación 
directa de las comunidades en la solución y búsqueda de recursos, en la disposición o destino de estos. 
Además, es contraria a las prácticas modernas de la descentralización. Es decir que estaríamos 
acentuando el centralismo del que hemos sido agentes de crítica. Creemos que este proyecto va en ese 
sentido. 


Asimismo, como se supondrá, la interpretación por ley de una norma constitucional es algo muy delicado; es 
una interpretación no auténtica, realizada por un órgano de inferior jerarquía al soberano; por tanto, es el 
agente de problemas futuros muy importantes que llegarán, unos a esta Cámara, otros al Poder Judicial a 
través de la acción de inconstitucionalidad que se podrá dirigir a la Suprema Corte de Justicia por vulnerar 
este proyecto de ley la autonomía departamental. 


El sentido del artículo 297 de la Constitución, que establece que estos tributos son materia departamental, 
excluye toda posibilidad a la legislación nacional de considerar el tratamiento de ese tributo en sus elementos 
esenciales, si la Constitución no aclara así lo interpretó la doctrina de forma histórica y unánime que es el 
departamento que los crea y establece las características de la obligación tributaria. 


Nos avenimos a estos principios y consideramos que este proyecto de ley más que solucionar problemas 
generará muchos en el futuro que, además, tendrán una repercusión sobre un Poder del Estado, el Poder 
Judicial, que verá muy resentida su actuación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ASTI.- Precisamente, aspectos como los que acaba de exponer el Diputado preopinante, son 
los que tratan de solucionar este proyecto de ley, precisamente contrariando las manifestaciones 
realizadas. En primer lugar, porque no entra para nada a determinar ninguno de los componentes del 
tributo en sí mismo; simplemente define, porque es el único ámbito en el que se puede definir como 
recién dijimos que parecía obvio- que el hecho generador se da en la circunscripción geográfica del 
departamento; si no llegaríamos al absurdo de decir que una Intendencia dentro de su autonomía 


podría decretar tributos cuyos hechos generadores ocurrieran en otra Intendencia, y acá estaríamos 
violando la autonomía de la segunda. Decimos que cada uno tiene el derecho de fijar como quiera este 
tributo; no entramos ni en la determinación del sujeto pasivo ni en la cuantía, inclusive, en el propio 
hecho generador, si es la circulación o no. Pero lo que sí no puede hacer es fijar hechos generadores que 
no tengan relación con su propia jurisdicción. Nos estamos olvidando que este problema ha sido 
permanentemente resuelto, sin éxito porque no tiene las facultades punitivas o coercitivas 
correspondientes, por el Congreso de Intendentes en el mismo sentido que se establece en esta norma. 
Fue ese propio Congreso de Intendentes el que le pidió al Parlamento nacional que se expidiera 
continúa haciéndolo; creo que la última vez por unanimidad de sus 19 Intendentes, que resolviera de 
esta forma. Hemos traído acá resoluciones al respecto. No se trata de que estemos invadiendo la 
competencia de las Intendencias Municipales, sino por el contrario: les estamos dando fuerza legal 
para que los acuerdos que ellos realizan en el Congreso de Intendentes se puedan ejercitar. Hace por lo 
menos 15 años, desde la reunión en Paso Severino para acá, año a año, los Intendentes han resuelto 
quiénes están facultados a empadronar los vehículos. También somos conscientes de que muchas 
Intendencias han violado sistemáticamente los requerimientos necesarios para realizar los 
empadronamientos. Si se viola ese acuerdo entre los Congresos ahora al mismo acuerdo se le da 
carácter legal, se violan esos principios acerca de cuáles son las condicionantes para que cada 
Intendencia pueda considerar que el hecho generador ocurre dentro de su jurisdicción, que haya 
elementos legales, nacionales, que puedan determinar las responsabilidades correspondientes. 


Insisto: acá no se está determinando en absoluto ninguno de los elementos constitutivos del tributo, eso queda 
librado a cada Intendencia. Si esta quiere no cobrarlo, puede no cobrarlo; lo que no puede hacer es cobrar a 
un vehículo que no esté radicado en su jurisdicción, o que el hecho generador que esa Intendencia determine 
no esté ubicado dentro de su jurisdicción. Reitero que debido a la solicitud permanente del Congreso en ese 
sentido es que hemos tomado este camino, que ya tenía otros antecedentes. Reconocemos que había otras 
formas que utilizaban la misma herramienta que este proyecto, quizás con alguna diferencia en los objetivos. 


SEÑOR CÁNEPA.- No me voy a referir al fondo del asunto que ha explicado el Diputado Asti, pero 
quiero hacer algunos comentarios con respecto a los dichos del Diputado Guadalupe Brenna, que no 
compartimos, por lo menos en el alcance que él pretendió dar a algunas de sus afirmaciones; 
simplemente me refiero a los aspectos constitucionales vinculados a la interpretación de la 
Constitución. 


Está claro que no comparto la afirmación de que una ley tiene una jerarquía inferior para poder interpretar la 
Constitución. La propia Constitución establece que la interpretación de la Constitución se hará por vía legal y 
es uno de los cometidos específicos que otorga al Parlamento nacional, a la Asamblea General, el 

numeral 20) del Artículo 85 de la Constitución, puesto que con claridad establece que entre sus cometidos 
está interpretar la Constitución sin perjuicio de la facultad que corresponde a la Suprema Corte de Justicia, de 
acuerdo con lo señalado en los artículos 256 a 261, Capítulo IX de la Sección vinculada al Poder Judicial que 
refiere a la declaración de inconstitucionalidad. En nuestro ordenamiento jurídico es muy claro la declaración 
de inconstitucionalidad. Cuando hablo de declaración, todos sabemos que lo que hace la Suprema Corte de 
Justicia es declarar la existencia de algo que existe. No se trata de que se forma la inconstitucionalidad 
porque haya una decisión o una sentencia de la Suprema Corte de Justicia, sino de una declaración de algo 
preexistente; es una evaluación que debe hacer la Suprema Corte en una acción de inconstitucionalidad, pero 
la interpretación auténtica de la Constitución la da la ley, porque lo que hace el soberano cuando define la 
Constitución es establecer la norma constitucional y la ley fundamental. No estoy dispuesto a reconocer que 
la Doctrina ni la Jurisprudencia estén por encima de lo que esta Casa establece al legislar una norma general 
y abstracta. Cuando la ley interpreta la Constitución, esa es la interpretación que debe tener porque así lo 
establece la propia Constitución nacional. 


Si lo que se quiere decir es que esa ley que interpreta la Constitución está violentando esa interpretación a la 
Constitución y debe ser declarada inconstitucional, se presentarán las acciones de inconstitucionalidad ante la 
Suprema Corte de Justicia y así esta decidirá si esa ley interpreta a la Constitución o si colide con el alcance 
del artículo 297 de la Constitución nacional, tal como lo dice el Diputado Guadalupe Brenna en su 
argumentación, que no comparto. 


Será decisión de la Suprema Corte de Justicia, si algún ciudadano tiene interés directo, personal y legítimo, 
en manifestar, por la vía de la acción o de la defensa, una acción de inconstitucionalidad. Será dicho 
organismo el que dirima si este proyecto de ley, transformado en ley, violenta, extralimita, el artículo 297 de 
la Constitución. 


Simplemente, quiero dejar constancia de que en cuanto a la interpretación de la norma constitucional el 
alcance es muy claro. La ley deja muy claro, a partir de lo que establece el numeral 20) del artículo 85 de la 
Constitución nacional, que es a través de la ley, que es una norma de rango inferior a la Constitución que 
interpreta auténticamente la norma. Puede haber interpretaciones a nivel de la Jurisprudencia, de la Doctrina; 
la interpretación auténtica de la ley se hace a partir de otra ley, y la de la Constitución, como lo dice 
claramente el citado artículo, también es a partir de la ley. Es harina de otro costal si es inconstitucional o no; 
es otro órgano del Estado, la Suprema Corte de Justicia específicamente el que tiene que estudiar si hay 
colisión con el articulado, con los fundamentos y principios de la Constitución. Ese sí será un debate que 
tendremos y que tendrá la Suprema Corte de Justicia si esto está en contradicción con el artículo 297 de la 
Constitución. Será planteado ante los magistrados judiciales por un ciudadano que tenga un interés directo, 
personal y legítimo. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema, por lo menos en el punto de partida, es muy simple; después se 
verá. Está bien tanto lo que expresó el Diputado Guadalupe Brenna como lo que señaló el Diputado 
Cánepa. La ley es la única que interpreta la Constitución; es la única que puede hacerlo, con excepción 
del proceso de inconstitucionalidad, ya que la Suprema Corte de Justicia interpreta la Constitución 
para declarar la inconstitucionalidad de una ley. Lo que tiene que hacer es eso: interpretar la 
Constitución; no puede modificarla ni establecer algo contrario a lo que esta defina. 


En este mismo campo ninguno de los órganos, previstos en la Constitución del sistema institucional del país, 
está en condiciones de renunciar a su potestad. En Derecho Público se habla de poder, deber, más que de 
derechos y obligaciones, ya que es absolutamente irrelevante que el Congreso de Intendentes por 
unanimidad, durante cuatro, cinco, 28 períodos consecutivos, defina que quiere que el Parlamento regule. En 
mi humilde opinión lo que está haciendo es violar la Constitución, poniendo en un ámbito que no 
corresponde que constitucionalmente tampoco está elevado por encima de los Gobiernos Departamentales en 
la institucionalidad de nuestra Carta Magna, delegando algo que no puede delegar. Claro, tampoco puede 
regularlo porque constitucionalmente no tiene la potestad de hacerlo. Esto solo puede ser regulado por los 
Gobiernos Departamentales. Lo ideal sería pero esto es material y no formal que todos coincidieran en una 
fórmula que permitiera frenar esta guerra de las patentes dada por la diferencia de valor del tributo en los 
distintos departamentos. 


La inconstitucionalidad de este proyecto está evidenciada en la propia redacción. No alcanza con argumentar 
que no se entra dentro del hecho generador cuando la propia ley habla del hecho generador y define 
condiciones objetivas los hechos generadores tienen condiciones objetivas y subjetivas para condicionar el 
hecho generador. Estoy de acuerdo con que hay un problema y en que lo ideal es resolverlo, pero para eso no 
podemos violar la Constitución ni entrar en competencias que no corresponden al Parlamento. 


La potestad tributaria departamental con relación al tema que nos ocupa lamentablemente está establecida de 
manera escueta, tanto en la Constitución como en la Ley Orgánica Municipal. Esta, no podía hacer otra cosa 
porque precisamente la Constitución no tiene esa tarea. El artículo 46, numeral 2), en el acápite dice que son 
rentas propias de los departamentos, administradas y empleadas por ellos de conformidad con esta ley, y 
habla de los ingresos municipales provenientes de rodados. Esto es coherente con lo que establece la 
Constitución que en el numeral 6%) del artículo 297, después de establecer de manera bastante clara los 
impuestos a los espectáculos públicos dice: "...y a los vehículos de transporte", expresión que considero 
infeliz porque no deja claro a qué refiere, si a los que circulan, a los que tienen los propietarios que residen en 
el departamento, etcétera. 


No es necesario aclarar que la jurisdicción departamental es en el propio territorio, pero, establecerlo no 
agrega. 


Cuando una ley establece como condición del hecho generador el domicilio permanente del propietario, 
titular de un vehículo, está definiendo un componente del hecho generador y entrando dentro de lo que es 
materia exclusiva de los Gobiernos Departamentales, para lo cual se requiere una ley en el ámbito 
departamental, que son los Decretos de las Juntas Departamentales. Es decir que está entrando a definir qué 
es el hecho generador y, más adelante, cuáles son los trámites y requisitos para acreditar ese elemento 
objetivo, referido a la persona titular; el domicilio es un elemento objetivo, no es una condición subjetiva del 
sujeto comprendido dentro del hecho generador, ni qué hablar del sujeto pasivo. Hasta en eso es infeliz la 
Constitución porque habla de los vehículos de transporte. Podría tener otra expresión que nos permitiera 
interpretar mejor esto. En mi opinión, estamos entrando en ese punto; no sería regulable bajo ningún 
concepto. La ley podría o creo que podría tratar de evitar hipótesis de doble imposición porque una 
jurisdicción departamental, en el marco de su institucionalidad Intendentes, Juntas Departamentales, termina 
gravando vehículos de transporte que entran en una hipótesis de incidencia tributaria o hecho generador en un 
departamento y a la vez entran también en el otro. 


Sé que es un tema complejo, pero el grado de regulación que se está adoptando de manera absolutamente 
simple y clara es violatorio del régimen constitucional y va a terminar no solucionando nada, porque con el 
solo hecho de que una Junta Departamental se rebele en el sentido de rebelión, no solo se podrá iniciar el 
proceso de inconstitucionalidad sino que en teoría de acuerdo con lo que señalan prestigiosos profesores en 
doctrinas que no comparto pero que se han aplicado hasta se podrá no aplicar la ley, jugándose a la 
inconstitucionalidad. 


He rechazado esto cuando lo he escuchado pero hay organismos públicos que han entrado en esa lógica de no 
cumplir una ley por considerarla inconstitucional, jugados a que después van a obtener la declaración de 
inconstitucionalidad. Esto lo ha dicho el profesor Cassinelli Muñoz. La primera vez que se lo escuché decir 
fue en el Consejo Directivo Central, en la Universidad. Opino totalmente lo contrario; no digo que sea un 
disparate porque lo dice el profesor Cassinelli Muñoz pero fue mi impresión; lo digo con respeto. Se trata de 
una teoría que ha ido avanzando y está bastante extendida, hay mucha gente que tiene esa posición. El 
Parlamento está haciendo un enorme esfuerzo; no quiero cometer la ofensa de decir que viola la Constitución 
sino de que, quizás, estemos en esa hipótesis no con voluntad de hacerlo y que al final el efecto buscado 
igualmente no se logre. 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- El Diputado Asti hizo referencia a falta de acuerdo en el Congreso 
de Intendentes sobre este tópico. A mí me consta lo contrario. Yo creo que los Intendentes han llegado a 
un acuerdo, ha habido una resolución expresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No. Dijo eso. 
(Diálogos) 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- Perfecto. El Congreso de Intendentes podrá establecer en sus 
acuerdos porque voluntariamente las Intendencias pueden establecer ese tipo de relaciones y de 
consecuencias, no impuestas sino voluntariamente amparando la descentralización y la autonomía 
departamental. 


En cuanto a una alusión que hizo el Diputado Cánepa, quiero aclarar que jamás dije que el soberano no esté 
representado en el Parlamento. Por el contrario, de lo poco que he defendido en la vida, uno de los principios 
fue la institución Parlamento en épocas bastante oscuras para el país, si no es de nocturnidad absoluta. Lo que 
dije es que la interpretación es auténtica cuando la norma que interpreta es de idéntica jerarquía a la 
interpretada: decreto por decreto, ley por ley, Constitución por Constitución. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CÁNEPA.- La diferencia está en la interpretación jurídica que damos al término "auténtica". 
El propio Diputado Guadalupe Brenna va a decir que en su interpretación es posible que una 
Constitución interprete a otra Constitución. Lo que se aplica para el decreto y la ley, en una 
interpretación auténtica, en Derecho Constitucional es claro que no se aplica. Esto da para un debate 
más jurídico que no corresponde realizar hoy. Está claro que donde reside la soberanía delegada, 


porque hay representaciones en el Parlamento, se tiene la jerarquía para hacer una interpretación 
auténtica. 


Como no nos vamos a poner de acuerdo, simplemente dejo constancia de mi opinión. No es mi ánimo aburrir 
a la Comisión. Se trata de posiciones que refieren a doctrinas diferentes con respecto al alcance de este punto, 
pero no hace al fondo de la cuestión. Es importante señalar que en ningún momento nuestra opinión era con 
respecto al alcance que el señor Diputado daba al Poder Legislativo, simplemente en un debate de lo que 
significaba la posibilidad o no de la interpretación de la Constitución por parte de la ley y cuál era el alcance 
que tenía. El debate era ese. 


No he entrado en algunos de los aspectos, pero quiero dejar un comentario sobre lo expresado por el señor 
Presidente. Sé que de mis palabras no se desprende una alusión. Cuando digo que será la Suprema Corte la 
que dirima si hay inconstitucionalidad o no, hago una referencia a lo que establece la propia Constitución. Si 
quienes estamos legislando o votando, tenemos la seguridad de que una norma que vamos a votar es contraria 
a la Constitución, está claro que no la vamos a votar. Si votamos es porque tenemos el convencimiento 
podemos estar equivocados de que la norma se ajusta específicamente a lo que establece la Constitución y a 
los principios que la forman. Lo que he dicho es que en caso de que esto sea materia discutible, más allá de lo 
que digamos acá, existe un Órgano que puede dirimir este aspecto en particular. 


También quiero dejar constancia de que en otros ámbitos he escuchado ese planteamiento que hace el 
profesor Cassinelli Muñoz. Lamentablemente, se trata de una práctica de algunos estamentos del Estado, no 
solo Intendencias sino de algunos directamente vinculados a hacer cumplir la ley. No comparto esa tesis. 
Creo que la ley debe ser cumplida permanentemente. Inclusive, con posterioridad a una declaración de 
inconstitucionalidad para el solo caso, más allá de la existencia del instituto de decisión anticipada que es de 
creación de la Suprema Corte de Justicia para agilitar los trámites de inconstitucionalidad cuando tiene una 
posición firme en un tema, es legislando nuevamente que se modifica, no con la práctica ni la sola sentencia 
de ese organismo. 


Quería dejar estas constancias debido a algunas referencias que se hicieron, sin entrar al tema de fondo. 


SEÑOR BERNINI.- No soy especializado en Derecho. Aprendo mucho de las distintas visiones que 
puedan existir en materia constitucional, jurídica, legislativa, y he tratado de asesorarme de la mejor 
manera posible; por tanto, no voy a ingresar en ese terreno. Simplemente, quiero reafirmar lo que 
acaba de decir el Diputado Cánepa. Jamás va a estar en nuestro ánimo votar alguna ley que 
entendamos íntimamente que es inconstitucional. Lo hacemos de buena fe porque partimos de un 
asesoramiento que nos indica que estamos ingresando a una interpretación legislativa de acuerdo con 
el marco constitucional que se establece en el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución. Los 
extremos planteados en la ley no violentan según el asesoramiento la autonomía en el entendido de que 
en algún momento se llegó a manejar públicamente la posibilidad de ingresar al tema de las tasas que 
se podrían cobrar, etcétera, lo cual fue desechado porque en ese caso, sin duda, estaríamos ingresando 
en violencia contra la autonomía municipal. 


Con esta introducción y sabiendo que nuestra intención es avanzar en el tema, quiero hacer algunas 
valoraciones que no tienen que ver con la constitucionalidad sino con la vida y de lo que entiendo que debe 
ser nuestra obligación como legisladores. 


El empadronamiento de rodados viene siendo un problema desde hace muchos años. Ha sido tema de debate 
que se ha intentado resolver en los ámbitos departamentales, en el Congreso de Intendentes. Se ha llegado a 
acuerdos y el propio Congreso, en forma legítima de acuerdo con las potestades que tiene planteadas en la 
Constitución de la República que no le permite resolver en forma coercitiva, se ha manifestado claramente 
respecto a que se debería legislar en el sentido de la interpretación de la Constitución, obviamente, sin 
violentar las autonomías departamentales, con el objetivo de lograr solución a un tema que es angustiante 
para muchas Intendencias Municipales. 


¿De qué se trata todo esto? De utilizar el sentido común y la estricta justicia en cuanto a lo que significa el 
hecho de que los tributos de los rodados que circulan y están en localidades que pertenecen a determinados 
departamentos sean aportados a esas Intendencias. De esto es de lo que se trata, algo tan sencillo como que 
en teoría esos ingresos que no están directamente vinculados en general van a las arcas de las Intendencias 


deberían ser utilizados para reparar o mejorar la caminería y las calles donde circulan esos mismos vehículos. 
Hablamos de algo que es de estricta justicia a la hora de que se pague donde se rompe o donde se usufructúa 
por parte de los dueños de esos vehículos. Este es el sentido común, el objetivo, el concepto de justicia, 
quizás muy primario y elemental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto lo que señala el Diputado Bernini. Está claro que un impuesto no 
puede tener contraprestación, pero también está claro que los tributos departamentales están 
establecidos en la Constitución como contrapartida de las competencias que tienen. Si, por ejemplo, 
tengo que arreglar las calles, el tributo vinculado a esa actividad de la Intendencia debe tener una 
contrapartida tributaria. 


Estoy de acuerdo con esto, pero las discrepancias están en otro plano. 


SEÑOR BERNINI.- El señor Presidente lo ha expresado mejor que yo. Precisamente, ese es el objetivo. 
Como legislador me siento en la obligación reafirmada por la unanimidad reiterada. En este sentido, 
solicito a Secretaría que en algún momento nos vuelva a dar los antecedentes de las notas remitidas por 
el Congreso de Intendentes, que han concurrido invitados a la Comisión representado por delegaciones 
muy calificadas en cuanto a la pluralidad de presencia de esos Intendentes que tienen una visión 
común con respecto a este asunto. Tampoco se trata de que de acuerdo con la divisa política a la que 
pertenece el Intendente tenga una posición en cuanto al asunto. Tiene un valor muy importante desde 
el punto de vista democrático que haya coincidencias en cuanto a lo que hoy estamos legislando por 
parte de diferentes Intendentes que pertenecen a diversos grupos políticos. Es así para todos ellos, por 
lo menos para los tres mayoritarios que existen en el seno de nuestro país. Este también es un dato de 
la realidad que a mí, como legislador, me pesa cuando nos están invitando a que involucremos al Poder 
Legislativo para resolver este asunto, sin invadir las autonomías municipales, sino interpretando la 
Constitución de la República en lo que tiene que ver con la localidad y la circulación. Por lo tanto, los 
elementos que aporto van más allá de los aspectos constitucionales que están primero que nada porque 
es el marco en el que tenemos que movernos. Por lo menos quería ubicar cuáles son los elementos que 
provocan esta situación. A esta altura, como Representante nacional, me siento en la obligación de 
tratar de aportar una solución que está siendo reclamada, a la que no se le ha encontrado solución, 
llegando a situaciones extremas. Basta pararse en la puerta para ver en cualquier departamento del 
interior lo ostensible que significa cómo se está desvirtuando lo que estoy defendiendo: que se trata de 
sentido común, que se trata de algo de estricta justicia con mayúscula, a la hora de que se aporten los 
dineros precisamente donde se usufructúa la infraestructura que necesariamente la Intendencia debe 
tener recursos para arreglar, reparar, agrandar, etcétera. 


Gracias. 
SEÑOR ESPINOSA.- Me voy a tomar el atrevimiento de exponer una simple reflexión. 


¡Qué lástima que sea el ámbito parlamentario donde se debe definir una situación que debería haberse 
resuelto en el Congreso de Intendentes! Este organismo con rango constitucional se debería haber puesto de 
acuerdo hace tiempo por un principio que para nosotros es muy caro y básico, que es la patente única. Todas 
estas vicisitudes, la popularmente conocida como guerra de las patentes, determinan que estemos debatiendo 
en esta instancia, lo cual nos llena de mucha pena. 


Pero yendo a lo práctico, debo decir que en el artículo 2* de este proyecto de ley, con cuya última versión 
tengo contacto en este momento, se establece el domicilio permanente y se da la posibilidad de que ese 
domicilio se pueda interpretar sobre la jurisdicción donde se ejerce el trabajo, profesión u oficio. Más 
adelante, en otro párrafo, se establece la potestad de las Intendencias de impugnar o denunciar ante la Justicia 
competente no solo las declaraciones juradas, sino también cuando se compruebe o sea notorio un cambio de 
domicilio. Y la pregunta es: ¿van a conformar los municipios de nuestro país cuerpos inspectivos que estén a 
la suerte de una caza de brujas o de inquisición, tratando de determinar con lupa cada caso puntual? ¿Cómo 
se van a determinar la pluralidad de situaciones que se pueden dar? El propietario de un vehículo puede optar 
por su lugar de residencia o por aquel donde realiza su oficio o su trabajo, y también hay que tener en cuenta 
las personas jurídicas. Por ejemplo, si hablamos de una empresa con sede en Montevideo y recorremos el 
camino más corto, concluimos que su jurisdicción será Montevideo; pero quizás sus intereses económicos, 


por una cuestión forestal, están en Tacuarembó y viaja permanentemente; y tal vez, por un problema familiar, 
tenga que radicarse un año en Rocha. ¿Va a ir un inspector a decir que hay un cambio notorio de domicilio, 
que va a primar su interés económico forestal en Tacuarembó sobre su residencia empresarial o permanente 
en Montevideo? ¿Cómo vamos a dilucidar todo ese universo de situaciones puntuales? ¿Queda en la 
responsabilidad de los legisladores determinar, por la vía de la ley, interpretaciones que se dan por la vía de 
los hechos, en la vida diaria y cotidiana? ¿Servirá esto como instrumento para culminar con la guerra de 
patentes? ¿No estaremos introduciendo un instrumento inquisidor? A mí me gustarían municipios 
comprometidos en continuar con el avance de una patente única; me gustaría ver municipios comprometidos 
con la prevención, con la seguridad en el tránsito, con un equipo inspectivo que no fuera fiscalista al que cada 
Intendente no le tuviera que dar una lupa para ver, en cada caso puntual, dónde está la verdad, la mentira o el 
engaño. Porque es tan amplio el universo que ofrece el texto de esta ley y tantas las posibilidades que ¿cuál 
va a primar? Ni que hablar de la carga que va a tener el contribuyente, cuando dice que "Todo contribuyente 
deberá mantener actualizada la información de su domicilio ante la Intendencia ante la cual tiene 
empadronado su vehículo". ¡Pobre contribuyente, no solo va a tener que hacer malabarismos para ver dónde 
empadrona o reempadrona, sino que además va a tener que estar atento a que su notoriedad sea tan clara que 
no exista confusión en los cuerpos inspectivos, que lo vayan visualizando en cada paso de su recorrido! 
Además, tiene la carga de estar permanentemente justificando y pidiendo perdón de rodillas por decir: "Vivo 
acá". ¡No! Sinceramente, creo que estamos recorriendo un camino equivocado. Quizás sea el último a 
recorrer porque, si no hay acuerdo, también entiendo que alguna solución tenemos que encontrar. 


Señalo estas reflexiones en voz alta. No quiero que mi ímpetu se transforme en una visualización de falta de 
respeto. Admito el esfuerzo, trabajo y buena voluntad de los legisladores al redactar este proyecto y sé que su 
espíritu es muy amplio y generoso. Lamentablemente, advierto que en la práctica vamos a tener más 
dificultades que las que tenemos hoy en día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe señalar que tenemos a consideración dos proyectos de ley, aunque es 
evidente que el que cuenta con voluntad para su tratamiento es aquel cuya iniciativa corresponde a 
Diputados de Gobierno, del oficialismo. 


También tienen estado parlamentario otros dos proyectos de ley: uno de ellos se refiere a la reforma de la 
Constitución que creo que tiene la firma del Diputado Guido Machado y otros y el otro tiene que ver con esa 
regulación constitucional que se modifica. En mi opinión, ese sí sería un camino constitucional, quizás más 
largo, aunque teniendo en cuenta lo que queda para las elecciones, sería un año nada más. 


El Repartido N* 1220 de abril de 2008 contiene un proyecto de ley con la firma de las señoras Diputadas 
Payssé y Passada y los señores Diputados Bernini, Pereyra, Ast1, Yanes, y Pérez, que consta de diez artículos. 
Se ha hecho llegar una redacción sustitutiva que tiene ocho artículos. Asumo que es voluntad de los 
legisladores cuya iniciativa tenemos trabajar sobre la nueva redacción. 


SEÑOR ASTI.- Su relato ha sido correcto. Pero quisiera aclarar que en la versión que se repartió no 
figura el artículo 9”, que sí figuraba en el proyecto original, con relación a la posibilidad de declarar de 
interés general la coordinación que pueda realizar el Congreso de Intendentes para fijar montos 
máximos y mínimos. Por lo tanto, lo trataríamos, eventualmente, luego de que el proyecto se votara en 
general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese artículo al que se refiere el señor Diputado Asti avanza aún más, ya no 
sobre el hecho generador, sino sobre el monto imponible y la alícuota. 


SEÑOR ASTI.- Coordinar es lo que dice la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Congreso de Intendentes no tiene potestades para establecer normas con 
mínimos y máximos. 


Léase el artículo 1”del proyecto. 


(Se lee:) 


"De acuerdo al artículo 85 numeral 20 de la Constitución de la República, interprétase que la potestad de los 
Gobiernos Departamentales de decretar y administrar recursos (artículo 297 de la Constitución) está limitada 
geográficamente por los hechos generadores ocurridos en su propia jurisdicción". 


——— En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——— Nueve en once: AFIRMATIVA. 

Léase el artículo 2”. 

(Se lee) 


——— En discusión. 


SEÑOR CÁNEPA.- Propongo que en el penúltimo inciso, en lugar de decir '"(...) el contribuyente 
deberá re-empadronarlo", se establezca que "el contribuyente deberá volver a empadronarlo". 


Por otro lado, en el quinto inciso, lo que está entre paréntesis podría eliminarse, ya que basta con ir a la 
norma que se menciona para saber por qué se está haciendo referencia a la misma. 


SEÑOR ASTI.- Reconozco que el término quizás no tenga la suficiente categoría jurídica como para 
ser expresado en una ley, pero es el que habitualmente se maneja. El Código Civil hace referencia a los 
términos de uso habitual en el arte u oficio y en este caso las Intendencias siempre han dicho que eso se 
llama reempadronar. Es decir que se empadronan solo los vehículos cero kilómetro y se reempadronan 
los vehículos que cambian de jurisdicción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un comentario sobre el artículo en general. Además de largo, 
creo que está redactado con muchas complicaciones. Habría que depurar la redacción. Inclusive, tiene 
algunos conceptos que jurídicamente no armonizan con la naturaleza de algunas cuestiones. El último 
inciso dice: "Las Intendencias estarán obligadas a proporcionarse gratuitamente entre sí la 
información técnica de titularidad municipal (...)". No hay titularidad municipal de los vehículos; hay 
una ley que establece su registro en los registros públicos dependientes del Ministerio de Educación y 
Cultura. Ahí se define la titularidad del vehículo. Se podrá llamar el registro municipal de vehículos o 
como sea; esto es lo que normalmente se conoce como la libreta, pero esto no es titularidad municipal. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- El tema de la titularidad municipal tiene varias acepciones, según los 
municipios. Hay Intendencias que consideran la libreta como una mera constancia del vehículo a los 
efectos de pagar el tributo. Es decir que no acredita la propiedad. Además, está totalmente 
comprobado que la libreta de circulación no es más que eso; en algunas Intendencias le ponen: 
"Libreta de propiedad", cosa que es errónea. Lo único que acredita la propiedad en nuestro sistema 
jurídico es el título de propiedad, que se inscribe en el Registro de la Propiedad Mueble de la Dirección 
General de Registros. Por lo tanto, creo que el concepto tal como está escrito en este artículo es 
erróneo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo dos propuestas de cambio. 


La del Diputado Cánepa, de eliminar lo que está entre paréntesis del inciso quinto. 


En el siguiente inciso, después de la coma subsiguiente a "Congresos de Intendentes", yo pondría: "podrá 
establecer en la reglamentación los parámetros (...)". 


Y en el último inciso: "Las Intendencias estarán obligadas a proporcionarse gratuitamente entre sí la 
información técnica, de registro municipal de vehículos y del domicilio generador del gravamen, respecto a 


los vehículos empadronados en su jurisdicción”. 


¿Cómo queda lo de re-empadronar? 


SEÑOR CÁNEPA.- Vamos a aceptar el neologismo. En técnica legislativa me parece horrible, pero la 
mayoría entiende que es lo que mejor se va a comprender en el uso habitual de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, se decide mantener "reempadronar", pero eliminando el 
guión. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Dejo constancia de que se me considere fuera de Comisión en cuanto 
a la consideración de este artículo porque hace referencia a mi profesión habitual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así como hemos discutido otros casos más evidentes en cuanto a algunas 
implicancias, en este estoy a favor de que el señor Diputado vote. 


Léase el artículo 2% con su redacción definitiva. 
(Se lee:) 


"En aplicación de lo establecido en el artículo precedente y en función del interés general, los tributos a los 
vehículos de transporte (numeral 6%) del artículo 297 de la Constitución de la República) configurarán el 
hecho generador del tributo en el domicilio permanente del titular del vehículo.- Para las personas físicas el 
domicilio permanente será aquel en el que tiene la residencia con ánimo de permanecer en ella (art. 24 del 
C.C.).- En caso de ejercer su trabajo, profesión u oficio o tener sus intereses económicos con asiente en otra 
jurisdicción y si sus vehículos empadronados o a empadronar se relacionen en cuanto a su circulación 
habitual con dichos lugares, podrán optar por radicarlos en la jurisdicción de esa actividad laboral o interés 
económico.- Para las personas jurídicas el domicilio permanente a los efectos del empadronamiento de 
vehículos será donde radique la base de sus actividades o de sus intereses económicos, pero en el caso de que 
alguno de sus vehículos tenga exclusivamente relación con una de sus sucursales o dependencias en otro 
Departamento, este último será el lugar para el empadronamiento.- En los casos previstos por la Ley 

N? 16.072, de 9 de octubre de 1989 y modificativas el domicilio a considerar corresponderá al del usuario del 
vehículo. No obstante, la institución financiera interviniente deberá requerir de su contratante la acreditación 
fehaciente del domicilio que denunciará para el empadronamiento.- El Poder Ejecutivo, en función del interés 
general y con el asesoramiento del Congreso de Intendentes, podrá establecer en la reglamentación los 
parámetros de tiempo y condiciones que determinarán la habitualidad de la circulación, cuando haya 
pluralidad de domicilios o esta no coincida con el domicilio del titular.- Los sujetos pasivos del tributo 
presentarán en la Intendencia pertinente declaración jurada y certificado notarial acreditando el domicilio que 
configure en el departamento el hecho generador del gravamen sobre el vehículo correspondiente. El 
certificado notarial podrá ser sustituido, ampliado o actualizado por otros medios probatorios como ser 
constancias de domicilio debidamente controladas, facturas de servicios públicos u otros documentos de 
actividad o de intereses económicos que expresen en forma fehaciente el domicilio particular o laboral del 
interesado.- Cualquier Intendencia podrá denunciar o impugnar ante la Justicia competente las declaraciones, 
certificaciones y documentos presentados por los contribuyentes en caso de falsedad ideológica o material, o 
cuando sea notorio un cambio del domicilio declarado.- Todo contribuyente deberá mantener actualizada la 
información de su domicilio ante la Intendencia ante la cual tiene empadronado su vehículo.- En caso de que 
el domicilio o hecho generador del gravamen cambie de jurisdicción departamento, el contribuyente deberá 
reempadronarlo en la Intendencia correspondiente dentro del término de 30 días hábiles de producido el 
cambio.- Las Intendencias estarán obligadas a proporcionarse gratuitamente entre sí la información técnica, 
de registro municipal de vehículos y del domicilio generador del gravamen, respecto de los vehículos 
empadronados en su jurisdicción". 


——— En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——— Nueve en once: AFIRMATIVA. 


SEÑOR CÁNEPA.- Comparto el corazón conceptual de este proyecto de ley, que es el artículo 2", lo 
que han explicado hoy los señores Diputados Asti y Bernini y otros en otras sesiones. Sin embargo, 
tengo la obligación de dejar constancia de que acompaño algunas de las soluciones jurídicas que están 
aquí en virtud de que mi sector político y la bancada de legisladores del Frente Amplio resolvieron que 
este era el proyecto de ley que mejor se ajustaba a nuestros objetivos, sin hacer consideraciones de 
fondo, porque las soluciones jurídicas no implican discrepancias con las soluciones de fondo que se 
pretende dar en esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 3. 


(Se lee) 


——— En discusión. 


SEÑOR ASTI.- En su momento, el autor de la Ley N” 18.191, que es la de seguridad vial, en su anexo se 
refería a una serie de características que se mencionaban en la ley; entonces, expresamente hicimos 
poner la definición de matrícula o patente como el documento que expide la autoridad competente. No 
habíamos puesto en ese momento "Gobierno Departamental" porque sabíamos que hay organismos 
públicos como los Ministerios del Interior y de Defensa Nacional que también emiten la placa 
identificatoria del vehículo. En consecuencia, como en aquel momento decíamos, según consta en el 
anexo de la ley, "autoridad competente", ahora, vigente esta ley, aclaramos que es el Gobierno 
Departamental, salvo lo que establece el artículo 4”, que sigue manteniendo la matriculación de los 
servicios de seguridad del Estado fuera de los términos de la ley. 


SEÑOR BERNINL- Me parece que habría que eliminar la coma subsiguiente a "30 de octubre de 
2007". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 3% con su redacción definitiva. 


(Se lee:) 


"Interprétase de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 28 de la Ley N* 18.191, de 30 de octubre de 2007 y su 
anexo, que la autoridad competente en lo referente a matrícula o patente es el Gobierno Departamental a 
quien corresponda el empadronamiento, según lo establecido en el artículo 2” de la presente ley.- Los 
alcances de esta disposición quedan limitados por las excepciones previstas en el artículo 4” de esta ley". 


——- En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Nueve en once: AFIRMATIVA. 

Léase el artículo 4”. 

(Se lee:) 

"Los vehículos de propiedad del Estado, que no estén exonerados del pago del tributo de patente a la fecha de 
aprobación de la ley, deberán ser empadronados en el departamento donde tengan asiento las dependencias 
que ordenen su traslado.- No están alcanzados por estas disposiciones los vehículos que sean utilizados por 
los organismos de seguridad del Estado (Ministerio de Defensa Nacional y Ministerio del Interior)".- A 
efectos de regularizar su situación las dependencias correspondientes dispondrán del plazo establecido en el 


artículo 6%". 


——— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——— Nueve en doce: AFIRMATIVA. 

Léase el artículo 5*. 

(Se lee) 


——— En discusión. 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- Quisiera hacer una consulta a los redactores de este proyecto, que 
estamos conociendo en este mismo momento en que se discute, ya que fue repartido al inicio de esta 
sesión. 


El artículo al que se hace referencia establece una nulidad, y por más que se declare la nulidad legalmente, 
tiene que haber alguien que determine que ese caso específico está encuadrado dentro de las previsiones de la 
norma, o sea que el vehículo marca "X", matrícula "Z", propiedad del señor "P", está encuadrado en esta 
norma. Sin embargo, el articulado parece no prever la situación de quién determina ese aspecto. 


SEÑOR ASTI.- En primer lugar, este artículo ya figuraba en el proyecto original; esto no ha sido 
modificado. 


En segundo término, en el contexto de la norma, obviamente, corresponderá a la Intendencia que pueda 
detectar esta situación hacerlo a través del mecanismo que está previsto en el artículo 2”, o sea, haciendo la 
denuncia ante la Justicia competente. Si es necesario hacer la referencia a ello, lo haremos, pero lo que 
estamos diciendo acá es que todos sabemos que esto existe, pero como no había responsabilidad alguna por 
realizar estos actos, tanto desde el punto de vista de los titulares de los vehículos como de las autoridades 
departamentales correspondientes, se podía violar esta disposición sin sanción. El espíritu de esta redacción 
es que tenga la debida sanción. Obviamente, estamos hablando de delitos penales y para esto habrá de 
intervenir la Justicia correspondiente. Por lo tanto y acá me introduzco en temas jurídicos que no me 
corresponden en mi carácter de contador, la acción la puede ejercer la Intendencia correspondiente o 
cualquier interesado en denunciar esta situación. 


SEÑOR CÁNEPA.- La falsificación de documento público está prevista en el artículo 237 del Código 
Penal. Estoy buscando el relativo a falsa declaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, eso es un error. Este proyecto de ley está muy mal redactado en su 
totalidad, pero en este caso particular, tratándose de normativa penal, hay que tener cuidado. La falsa 
declaración no existe, si no el falso testimonio en ciertos ámbitos judiciales y la falsificación de 
documento público es material e ideológica, y también hay delitos referidos a falsificación de 
documento privado. Así es cuando se elaboran artículos que tienen que ver con sanciones en general, 
pero cuando hablamos de Derecho Penal mucho más tiene que darse una redacción apropiada; los 
delitos no se configuran así, medio elíptica e imprecisamente. 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- Siguiendo con el tratamiento de este artículo y en atención al 
comentario del señor Diputado Asti, considero que la norma a la que él se refirió del artículo 2", 
establece la competencia al Poder Judicial para determinar el caso de falsedad, pero no para declarar 
la nulidad a que refiere el otro artículo. Entonces, son cosas distintas. Y pienso que habrá que ver en 
qué situación queda ese vehículo durante el tiempo que demoran las tres instancias judiciales la 
declaración, la certeza y la cosa juzgada por la nulidad de ese tema, ya que tampoco está contemplado. 
¿Habría una exoneración tributaria a ese contribuyente? Porque si es nulo no pagará al departamento 
donde está inscripto, pero tampoco establece una afiliación o una patente automática al departamento 
que supuestamente hace la denuncia. Entonces, ahí, quizás, durante los cuatro años de discusión para 
las tres instancias que corresponden ante el Poder Judicial, esta ley exoneraría del tributo a ese 
ciudadano. 


SEÑOR CÁNEPA.- Más allá de algunas consideraciones sobre las que no quiero debatir porque la 
voluntad de la redacción es solucionar este problema, nuestro aporte es a los efectos de clarificar lo que 
está en nuestra opinión claro en el espíritu, en aras de especificar el tema en materia penal. 


Creo que habría que especificar que se trata de las sanciones previstas en el Capítulo II, Falsificación 
documentaria, del Título VIII, Delitos contra la fe pública, del Código Penal, porque claramente desde el 
artículo 236 al 245 están establecidas todas las hipótesis con particulares o con funcionarios públicos que se 
pueden dar. 


SEÑOR ASTI.- El aporte que hace el señor Diputado Cánepa demuestra lo conveniente de haber 
integrado ambas Comisiones, de quienes tenemos conocimientos sobre asuntos municipales y quienes 
los tienen respecto a asuntos jurídicos, en particular, de estas disposiciones del Código Penal. 
Acompaño totalmente lo que ha dicho el señor Diputado Cánepa. 


En cuanto a considerar nulo el empadronamiento, debo decir que está establecido de esta manera, 
precisamente, porque hacíamos referencia a lo estipulado en la Ley N* 18.191, de seguridad vial, en el 
sentido de que para poder circular, el vehículo tiene que estar debidamente empadronado. Cuando se declara 
nulo, puede ser que quede exonerado, pero no podrá circular y, si no circula, no tiene efecto el gravamen, de 
acuerdo con lo que establecen las disposiciones, en general, de todos los Gobiernos Departamentales. Es 
decir que este inciso hace referencia, precisamente, a la prohibición de circulación. ¿Que tendrá que ser 
determinada por la Justicia? Sí, efectivamente; o en su defecto se aplicará lo previsto en algunos de los 
artículos siguientes. 


SEÑOR SOUZA (don Arthur).- Coincido con la opinión del señor Diputado Guadalupe Brenna. Esta 
norma tiene un vacío legal porque necesitamos inexorablemente una sentencia declarativa que 
establezca la nulidad. A mi juicio, no puede operar a pleno derecho; el artículo 5” está suponiendo que 
la Justicia Penal va a considerar nulo este acto y no es así, sino que simplemente se va a expedir sobre 
una conducta de un ciudadano, pero el negocio jurídico es válido. Entonces, debería establecerse algún 
tipo de nexo a los efectos de que la Justicia Penal remitiera los autos a la Justicia Civil a los efectos que 
correspondieren, en este caso, la nulidad. 


(Diálogos) 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Tal como está redactado este inciso no aporta demasiado, en el sentido 
de que prácticamente lo que dice es que se aplicará el Código Penal, pero decir eso no es necesario. 
Ahora, si queremos establecer una advertencia, quizás se podría escribir algo así como: "Los 
antecedentes correspondientes a dichas situaciones" es decir, las que vienen del inciso primero "serán 
enviados a la Justicia Penal". Entonces, lo que estamos haciendo es una cosa un poco distinta; es 
parecido, pero creo que el concepto cambia. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- El aporte que hizo el señor Diputado Zás Fernández es muy correcto, 
pertinente y jurídicamente impecable, pero cuando hablamos de Derecho Penal y se establecen penas, 
estamos hablando de mandar gente presa. Aviso esto, porque parece que no fuera así. Entonces, 
entramos en círculos de discusión y no me refiero al planteo del señor Diputado Zás Fernández que no 
tienen sentido. 


Léase el artículo 5% en su redacción definitiva. 
(Se lee:) 


"Se considerará nulo el empadronamiento o reempadronamiento de vehículos realizado por un Gobierno 
Departamental fuera de las previsiones geográficas de su jurisdicción según lo establecido por esta norma.- 
Los antecedentes correspondientes a dichas situaciones deberán ser remitidos a la Justicia Penal". 


——— En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——— Nueve en doce: AFIRMATIVA. 

Léase el artículo 6”. 

(Se lee) 


——— En discusión. 


SEÑOR ASTTI.- Obviamente, todos nosotros sabemos que este plazo es muy escaso, pero tenemos dos 
motivos: uno es que no lo resolvimos antes, ya que este tema está planteado desde abril o mayo, y el 
otro es que a partir de enero de 2009 comienza otro Ejercicio de este tributo en las 19 Intendencias 
Departamentales. Conozco las dificultades; fue lo mejor que pudimos encontrar para evitar que 
nuevamente, a partir del 1” de enero, se den hechos que traigan los problemas que todos conocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto quiere decir que las regulaciones en la práctica de esta ley implican 
solamente a los empadronamientos o reempadronamientos posteriores al 1” de enero de este año y no, 
por ejemplo, a quien empadronó en setiembre de 2006, aunque lo haya hecho en violación de esta 
norma? 


SEÑOR ASTI.- Eso fue lo que resolvió el Congreso de Intendentes. Nosotros decíamos que fueran cinco 
años. 


(Diálogos) 


SEÑOR BERNINI.- Ante la duda planteada, debo decir que sí, efectivamente, esto es así, y se debe a 
una negociación que ha demandado meses a los Intendentes en el marco del Congreso de Intendentes, a 
los efectos de lograr las unanimidades que se obtuvieron. Desde mi punto de vista, no es un elemento 
político menor. Precisamente, lo que acá se está aventando es que esta norma no se convierta en una 
esquizofrenia para tratar de resolver, asumiéndose que en algún momento había que hacer un corte y 
que de ahí en más las cosas tenían que ser diferentes. Y yo creo que desde el punto de vista político es 
respetable y hasta saludable, porque aquí no se va a tratar de caza de brujas, como se ha dicho en 
varias oportunidades, sino de regularizar. ¿Y por qué los plazos perentorios, sobre lo cual me gustaría 
discutir un poco más por lo menos en lo que refiere a la parte inspectiva? Porque estamos llegando al 
fin de un Ejercicio y al comienzo de otro. Entonces, cuanto más dilatación haya, esos acuerdos 
trabajosamente alcanzados que en mi ánimo como legislador inciden y mucho, por eso los defiendo se 
complicarían. Como legisladores, tenemos la posibilidad de decir a partir de cuándo es el corte. Insisto: 
creo que esto es saludable porque permitió llegar a acuerdos generales entre las Intendencias que a la 
hora de llevar adelante estos mecanismos siempre van a ser facilitadores. Y yo me imagino esta ley 
aplicada, porque acá hay compromisos asumidos. 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- El artículo 6” hace referencia nuevamente al numeral 6”) del 
artículo 297 de la Constitución de la República. Voy a traer a colación lo que un autor de la doctrina, 
Fulvio Gutiérrez, señala al respecto a este artículo. En la página 82 de su libro "Gobierno 
Departamental", editado por Fundación de Cultura Universitaria, segunda edición, noviembre de 
2004, expresa: "En realidad dice Cassinelli Muñoz lo importante en esta enumeración" la enumeración 
del artículo 297 "y de esta redacción está en que, por un lado, todos estos recursos son destinados al 
Gobierno Departamental; y por otro lado, la regla es la siguiente: en los numerales donde no se aclara 
quien decreta y/o administra estos recursos, debe entenderse que son decretados y administrados por el 
Gobierno Departamental". 


En referencia a que este artículo está incidiendo en el hecho generador estableciendo un tiempo anterior a la 
aplicación de sanciones que ningún Juez ni Tribunal de lo Contencioso Administrativo va a aceptar, porque 
acá sanciones administrativas o penales con efecto retroactivo, por suerte, no existen, desde Napoleón. 


Respecto a la obligación tributaria que de acuerdo con Cassinelli queda reservada para decretar al Gobierno 
Departamental, Valdés Costa nos dice, en la página 306 su "Curso de Derecho Tributario", segunda edición, 
editorial De Palma, Marcial Pons, 1996, que su estructura tiene ciertos elementos. En el aspecto objetivo, 
tenemos el elemento material hecho generador, el elemento tiempo en lo que incide este artículo 6* 
proyectado y el elemento espacio, que es en lo único que estamos todos de acuerdo, que es el territorio 
departamental. El segundo gran elemento de la obligación tributaria es el aspecto subjetivo: sujeto activo, 
sujeto pasivo y la alícuota. Todo esto es la obligación tributaria y de acuerdo con la opinión de Cassinelli 
tiene que estar reservada al Gobierno Departamental. La ley nacional no debe inmiscuirse en ese tema. 


También citamos a Daniel Hugo Martins, en la página 37 del segundo tomo de su libro "El Gobierno y la 
Administración de los Departamentos", editado en 2003. Dice así: "Existe 'autonomía tributaria' por cuanto 
los Gobierno Departamentales pueden decretar y administrar tributos sobre las fuentes que la Constitución 
determina, con independencia de los Poderes del Estado, salvo en el caso en que se creen impuestos en que 
puede el Poder Ejecutivo apelar ante la Cámara de Representantes". 


Desde nuestro punto de vista, este artículo sigue ahondando en el error, además de una aplicación temporal 
de un instituto tan caro como es el de la sanción, sea administrativa o penal. Creo que tenemos que prestar 
más atención al principio de libertad del ciudadano, a que el ciudadano no sea sujeto de una supuesta guerra 
de persecución que, evidentemente, de acuerdo con esta norma, se producirá en distintos departamentos. Y 
creo que eso tiene que ver con el nacimiento del Poder Legislativo: es la protección del ciudadano común 
ante el centralismo del Gobierno y del Poder Ejecutivo. Nosotros tenemos que cumplir una función de 
contralor y de limitar eventuales lesiones a los derechos del ciudadano y ante la duda siempre me voy a poner 
al lado del ciudadano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 6” en su redacción definitiva. 


(Se lee:) 


"Los contribuyentes del tributo previsto en el artículo 297 numeral 6%) de la Constitución de la República, 
que hayan empadronado o reempadronado su vehículo a partir del 1” de enero de 2008 dispondrán de un 
plazo máximo hasta el 31/12/2008 para regularizar su situación respecto a la adecuación del 
empadronamiento en el lugar que le corresponde pagar dicho tributo, conforme a las disposiciones del 
artículo 2” de la presente ley.- Las Intendencias a través de su reglamentación deberán facilitar, dentro de este 
plazo, las gestiones tendientes a la regularización de las situaciones planteadas por los contribuyentes y no 
aplicarán sanción alguna por este motivo durante dicho plazo". 


——— En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——— Nueve en doce: AFIRMATIVA. 

Léase el artículo 7”. 

(Se lee:) 


"Una vez transcurrido el plazo otorgado a que refiere el artículo anterior, y no habiendo el contribuyente 
procedido a regularizar su situación, las Intendencias que constaten tales irregularidades quedarán habilitadas 
para aplicar las sanciones correspondientes. En caso de reincidencia en la infracción de circular sin la patente 
que corresponda de acuerdo a lo establecido en la presente ley, las Intendencias podrán proceder al retiro de 
circulación del vehículo de la vía pública, al retiro de la matrícula y a iniciar las acciones judiciales que 
correspondan sobre el vehículo infractor por la deuda generada por el incumplimiento del tributo". 


——— En discusión. 


SEÑOR GUADALUPE BRENNA.- Esto ratifica el mismo criterio con que viene el proyecto y refuerza 
los resortes administrativos que los Gobiernos Departamentales tendrán para decidir 
administrativamente, en forma sumaria, las actuaciones que hayan desarrollado. Creo que se vulnera 
el debido proceso y que corresponde amparar al ciudadano en las garantías de su derecho de defensa, 
en su derecho de libertad. Por lo tanto, me parece que es absolutamente inconveniente lo dispuesto en 
este artículo. 


SEÑOR ASTI.- Quiero dejar constancia de que algunas personas me han hecho observar que proceder 
al retiro de la circulación del vehículo de la vía pública podría considerarse incautación del vehículo, 
pero no es así. Lo que en este caso se está estableciendo es que la Intendencia respectiva, si encuentra 
un vehículo circulando en estas condiciones, lo retirará de la vía pública y lo depositará donde el 
propietario desee. Es decir que no se hace una incautación del vehículo, sino que lo que se busca es que 
no esté estacionado en la vía pública porque no está habilitado para ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se supone que el vehículo está detenido y sin nadie adentro? 


SEÑOR ASTI.- Como algunas personas entendieron que esto implicaba la incautación del vehículo, 
cosa que una Intendencia no tiene potestad para hacer, aclaro que lo que se hace es simplemente 
retirarlo de la circulación y depositarlo donde el titular diga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pongo un ejemplo. Yo estoy circulando por Tacuarembó y tengo chapa de 
Colonia, me para un inspector y constata que estoy en infracción a esta ley. ¿Qué hace? ¿Se apodera 
del vehículo? Porque no es lo mismo que si está estacionado. 


SEÑOR ASTI.- No estoy hablando de eso. Simplemente hice una aclaración para que no se entendiera 
que esto es una incautación del vehículo, sino que lo que se hace es retirarlo de la vía pública. Por lo 
tanto, la propiedad del vehículo no se afecta; el propietario sigue teniendo disponibilidad para todo, 
menos para su uso en la vía pública. Si lo quiere llevar a su estancia y circular allí, lo puede hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es apoderarse físicamente de un bien, en este caso un vehículo, de otro. 
SEÑOR ASTTI.- Lo que estoy diciendo es absolutamente lo contrario de lo que usted está interpretando. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7”. 


(Se vota) 

——— Nueve en diez: AFIRMATIVA. 
Léase el artículo 8*. 

(Se lee) 


——— En discusión. 


SEÑOR ASTI.- Claramente, de acuerdo con el ordenamiento normativo común, el Poder Ejecutivo 
siempre puede reglamentar una ley. En este caso, se establece expresamente "podrá reglamentar" y no 
"reglamentará" porque fue lo que los Intendentes en esas negociaciones a que hizo referencia el señor 
Diputado Bernini nos pidieron, dado que si el Poder Ejecutivo no reglamenta, la ley se aplica 
igualmente, y ellos no querían que la reglamentación se estableciera como condición de que esta ley 
tuviera vigencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso no es necesario. Hay un régimen general que establecen la Constitución y 
otras normas que hace que ciertas cosas no se tengan que aprobar cada vez que hay una ley: la 


Constitución establece que las leyes no dejarán de aplicarse por falta de reglamentación, el Poder 
Ejecutivo puede consultar a quien quiera, salvo que una ley establezca la consulta preceptiva, pero 
como en este caso no la establece, en definitiva, no es vinculante; es lo mismo. 


(Diálogos) 


——- Entonces, hay que buscar una redacción más adecuada. 


SEÑOR ASTI.- El texto podría ser el siguiente: "En caso de que el Poder Ejecutivo reglamente la 
presente ley, consultará previamente al Congreso de Intendentes. Esta consulta no será vinculante". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 8 con su redacción definitiva. 


(Se lee:) 


"En caso de que el Poder Ejecutivo reglamente la presente ley, consultará previamente al Congreso de 
Intendentes. Esta consulta no será vinculante". 


——— En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——— Diez en once: AFIRMATIVA. 


Queda aprobado el proyecto. 


SEÑOR ASTI.- Como soy el autor del proyecto, me corresponde hacer la siguiente aclaración. Este 
texto no fue repartido porque tampoco fue aprobado por la bancada. Sí figuraba en el texto original 
que todos tenemos en el repartido la posibilidad de declarar de interés general que el Congreso de 
Intendentes pueda coordinar que es lo que dice la Constitución de la República montos máximos y 
mínimos de los impuestos sobre vehículos automotores. 


Sé que esto tiene distintas interpretaciones, pero cabe señalar que se trata de un tema lateral al proyecto; no 
hace a su corazón. Para mí es una señal para evitar que se diga que con esta iniciativa se pretende que las 
Intendencias puedan cobrar lo que quieran. Es una atenuación de esa posibilidad. 


Simplemente lo planteo y su votación queda a criterio de los colegas, inclusive de los de mi bancada. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay un artículo propuesto? 


SEÑOR ASTI.- Sí, pero como en esta segunda versión no fue votado por la bancada, me parece más 
conveniente plantearlo primero en ese ámbito y luego discutirlo en Sala. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Propongo que el miembro informante del proyecto en la Cámara sea el señor 
Diputado Asti. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Nueve en once: AFIRMATIVA. 
Comunico que yo seré el miembro informante en minoría. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


